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El Ejecutivo, que ya
ha renegociado «todos los
contratos» de sus sedes
alquiladas, baraja tres
posibilidades para
ocupar el edificio Dávila

:: ÁLVARO SAN MIGUEL
SANTANDER. El reciente traslado
de la Dirección General de Justicia a
su nuevo domicilio en la calle Casti-
lla –propiedad del Gobierno– supo-
ne un ahorro de 90.000 euros anua-
les para las arcas públicas. Se trata de
la punta del iceberg de un plan a gran
escala que, una vez finalizado, «su-
pondrá un ahorro de cuatro millones
de euros en alquileres», según las pre-
visiones que maneja la consejera de
Presidencia y Justicia, Leticia Díaz.
Dentro de ese plan de reorganiza-
ción, el Ejecutivo tiene claro que hay
una que no puede mantener: «Que-
remos irnos del Palacio Macho por-
que es un edificio que necesita mu-
chísima obra y es muy caro».

El alquiler anual de este inmue-
ble, en la calle Hernán Cortés, ascien-
de a 1,5 millones. El Gobierno ha ido
sacando de allí distintas dependen-
cias de la Consejería de Economía y
el Servicio de Consumo, pero toda-
vía no ha decidido adónde traslada-
rá el Instituto Cántabro de Servicios
Sociales, que sigue en el Palacio Ma-
cho. «Hay tres alternativas posibles»,
asegura Díaz.

El edificio Dávila, todavía en cons-
trucción, es uno de los pilares fun-
damentales de la redistribución de
sedes, ya que abre un abanico de po-
sibilidades al Gobierno regional. «De
momento tenemos tres opciones para
ocupar ese edificio, aunque no las
puedo decir», explica la consejera.

Al comienzo de la legislatura, los
gastos de los alquileres –el 90% ubi-
cados en Santander– superaban los
siete millones de euros. «Cuando lle-
gamos al Gobierno nos planteamos
concentrar los departamentos de cada
consejería, abaratar los costes y, en
los casos en que tengamos que seguir
alquilando, patrimonializar esos es-
pacios a través de arrendamientos

con opción de compra», explica Díaz,
que fue la elegida para desarrollar el
plan de reordenación de sedes.

En estos momentos, los peritos
continúan analizando las dependen-
cias del Gobierno –alquiladas o en
propiedad– para dictaminar cuántas
personas pueden trabajar en cada sede
y definir qué departamentos se pue-
den adaptar a ellas. «Se están pintan-
do tres escenarios, y cuando estén
definidos se elevarán a Consejo de
Gobierno para tomar una decisión.
Ahora mismo hay alternativas, no
hay nada cerrado», precisa la conse-
jera de Presidencia y Justicia.

Aún así ya se han hecho algunas
mudanzas. Se ha unificado la Con-
sejería de Medio Ambiente, Urbanis-
mo y Ordenación del Territorio en la
calle Lealtad –en dos sedes–, así como
la de Obras Públicas y Vivienda en el
Palacio del Mueble. Leticia Díaz acla-
ra que el ahorro que han supuesto es-
tos traslados no se podrá cuantificar
hasta final de año. Pero por poner un
ejemplo, el consejero de Educación,
Cultura y Deporte, Miguel Ángel Ser-

na, explicó el pasado lunes en el ple-
no del Parlamento que el traslado de
la Dirección General de Cultura a la
Biblioteca Central ha costado 195.000
euros, pero ha permitido liberar los
302.000 euros que costaba tener a
los trabajadores de Cultura en el edi-
ficio Simeón.

En algunos casos, por la duración
de los contratos, se da la circunstan-
cia de que es «más barato seguir de
alquiler que marcharse», asegura Le-
ticia Díaz. Un ejemplo es la Casa de
Piedra –en el Paseo de Pereda–, don-
de reside la Consejería de Economía
y Hacienda. En estos supuestos es

donde el plan de reordenación con-
templa dos herramientas: renegociar
los contratos –algo que ya se ha he-
cho en «todas» las sedes que no per-
tenecen a la Administración regio-
nal– y firmar opciones de compra. En
cualquier caso, el objetivo definiti-
vo es «quitar los alquileres y unificar
todas las sedes en los edificios que
son propiedad del Gobierno».

Marcharse sin gasto
El escenario final de la reordenación
de sedes no está decidido, pero cuen-
ta con algunos planteamientos fir-
mes. «Hay sitios de los que queremos
irnos, por ejemplo el Palacio Macho
y los 33 pequeños alquileres reparti-
dos por la región. Estamos viendo si
conseguimos que los ocupe otra per-
sona para irnos sin gastos», precisa la
consejera. También queda por defi-
nir quién aterrizará en el Parque Cien-
tífico y Tecnológico –en el edificio
comprado a Apia XXI–. «Se están es-
tudiando las posibilidades que hay
para llevar allí la Consejería de In-
dustria», explica Leticia Díaz.

El Gobierno quiere irse del Palacio
Macho porque el alquiler es «muy caro»

El Palacio Macho, donde se ubica actualmente el Instituto Cántabro de Servicios Sociales. :: DM

El Gobierno prevé
ahorrar cuatro millones
en alquileres cuando el
plan de reordenación
de sedes esté en vigor

:: A. S. M.
SANTANDER. El regionalista
Javier López Marcano acusó ayer
a la sociedad gestora de la cueva
de El Soplao de realizar obras en
el yacimiento de Rábago «sin li-
cencia municipal, ni autorización
de la Dirección General de Cul-
tura», en contra de lo estableci-
do en la Ley de Patrimonio Cul-
tural, al no contar los trabajos con
la asistencia científica precepti-
va. Según el diputado del PRC,
esas obras consisten en un des-
broce y en excavaciones y movi-
mientos de tierra en diferentes
puntos del yacimiento para la co-
locación de vallado, cámaras de
televisión y sensores.

López Marcano señaló en un
comunicado que la ausencia de
asistencia científica, que «sólo
pueden conceder con garantías
investigadores del Instituto Geo-
lógico Minero y la Universidad
de Barcelona, o especialistas como
el técnico conservador de la cue-
va al que el actual Gobierno ha
despedido», impide la concesión
de los permisos necesarios para
realizar las obras.

Autorizadas el 30 de enero
El consejero de Innovación, In-
dustria, Turismo y Comercio,
Eduardo Arasti, desmintió horas
después al regionalista Marcano
y aseguró que «estas obras cuen-
tan con las autorizaciones perti-
nentes de Cultura y la supervi-
sión de los trabajos por un técni-
co competente y cualificado».

El consejero señaló que una
resolución de 30 de enero de 2013
de la Consejería de Educación,
Cultura y Deporte, autoriza la
ejecución de los trabajos super-
visados por el gemólogo Rafael
López del Valle. Arasti añadió que
las obras que se están ejecutan-
do para proceder al vallado de pro-
tección y seguridad del yacimien-
to de ámbar, han sido paralizadas
«por motivos desconocidos» por
la Junta Vecinal de Rábago, go-
bernada por el PRC.

Marcano denuncia
la realización de
obras sin licencia en
El Soplao, pero
Turismo lo niega
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